El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACCIONES POPULARES / AUTO QUE RECHAZA LA DEMANDA / NO ES APELABLE / RECURSO DE APELACIÓN / PROCEDE SÓLO CONTRA LA SENTENCIA Y PROVEÍDOS QUE DECRETEN MEDIDAS CAUTELARES.
De conformidad con los artículos 320, 321 y 322 del Código General del Proceso, para la admisión de un recurso de apelación es necesario que se cumplan las siguientes condiciones:

a)
Que la providencia materia de impugnación sea susceptible de apelación.

b)
Que el apelante tenga legitimación para recurrir.

c)
Que el apelante tenga interés jurídico que justifique el recurso.

d)
Que el recurso se interponga en tiempo y con las formalidades que la ley establece (sustentación).

De tales requisitos, no se satisface el primero pues la decisión censurada no admite la alzada en esta clase de actuaciones.

En efecto, el artículo 36 de la Ley 472 de 1998 prescribe que contra los autos dictados durante el trámite de las acciones populares “… procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los términos del Código de Procedimiento Civil” (hoy Código General del Proceso). Y el 37 de la misma ley prevé: “El recurso de apelación procederá contra la sentencia que se dicte en primera instancia, en la forma y oportunidad señalada en el Código de Procedimiento Civil…”.

De acuerdo con esas disposiciones, se tiene que en materia de acciones populares el medio de impugnación de que se trata está reservado para las sentencias y para las providencias que decretan medidas cautelares, pues contra los demás autos que se profieran durante su trámite, solo procede el recurso de reposición.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA


Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, septiembre diecinueve (19) de dos mil diecinueve (2019)
Expediente: 66001-31-03-001-2019-00066-01
Se decide sobre la admisibilidad del recurso de apelación interpuesto por el demandante Javier Elías Arias Idárraga, contra el auto proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 2 de agosto del presente año, en la acción popular que aquel instauró contra Audifarma.
A N T E C E D E N T E S 

1. Por auto del pasado 22 de julio, la funcionaria de primera instancia inadmitió la demanda para que el actor popular informara la dirección de la entidad accionada, so pena de rechazo.

2. Como dentro del término concedido para ese fin, el demandante guardó silencio, mediante el auto impugnado se rechazó la demanda, se ordenó la devolución de los anexos y el archivo del expediente.
3. Frente a esa decisión, el demandante presentó recurso de apelación. Alegó que como el domicilio de la entidad accionada es hecho notorio para el despacho, no requiere prueba.
4. En auto del 13 de agosto pasado resolvió el juzgado conceder la alzada, en el efecto devolutivo, porque a pesar de que la Ley 472 de 1998 no autoriza tal medio de impugnación para los autos proferidos en el trámite de las acciones populares, lo ha hecho la jurisprudencia del Consejo de Estado.

5. Contra esa determinación, el mismo señor interpuso recurso de reposición porque la apelación ha debido concederse en el efecto suspensivo, de conformidad con el artículo 67 de la ley 472 de 1998. En el mismo escrito, pidió se le concediera amparo de pobreza. 

6. Mediante proveído del 29 de agosto último, el juzgado se sostuvo en su decisión. Señaló que si bien es cierto, la Ley 472 de 1998 no prevé el recurso de apelación contra los autos que en acciones populares rechazan la demanda, también lo es, que por vía jurisprudencial se ha autorizado tal medio de impugnación. Indicó que de conformidad numeral 3º, inciso 4º del artículo 323 del Código General del Proceso, la apelación de los autos se otorgará en el efecto devolutivo. Negó el amparo de pobreza, por no reunir la solicitud los requisitos del artículo 151 y siguientes del mimo código.

C O N S I D E R A C I O N E S

De conformidad con los artículos 320, 321 y 322 del Código General del Proceso, para la admisión de un recurso de apelación es necesario que se cumplan las siguientes condiciones:

a) Que la providencia materia de impugnación sea susceptible de apelación.

b) Que el apelante tenga legitimación para recurrir.

c) Que el apelante tenga interés jurídico que justifique el recurso.

d) Que el recurso se interponga en tiempo y con las formalidades que la ley establece (sustentación).

De tales requisitos, no se satisface el primero pues la decisión censurada no admite la alzada en esta clase de actuaciones.

En efecto, el artículo 36 de la Ley 472 de 1998 prescribe que contra los autos dictados durante el trámite de las acciones populares “… procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los términos del Código de Procedimiento Civil” (hoy Código General del Proceso). Y el 37 de la misma ley prevé: “El recurso de apelación procederá contra la sentencia que se dicte en primera instancia, en la forma y oportunidad señalada en el Código de Procedimiento Civil…”.
De acuerdo con esas disposiciones, se tiene que en materia de acciones populares el medio de impugnación de que se trata está reservado para las sentencias y para las providencias que decretan medidas cautelares, pues contra los demás autos que se profieran durante su trámite, solo procede el recurso de reposición.

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, ha dicho:  

“Tampoco podría exigírsele a aquél que, ante el fracaso horizontal y la denegación de la alzada frente a esa determinación final, emprendiese la queja, comoquiera que el artículo 36 de la Ley 472 de 1998 no admite la apelación contra los autos dictados en curso de las acciones populares, restricción compatible con la Carta Política, de acuerdo con la sentencia C-377 de 2002 de la Corte Constitucional que examinó la demanda de inexequibilidad en que se denunciaba que la norma cerrara esa posibilidad, poniendo como ejemplo un evento similar al aquí planteado. 

En asuntos semejantes, la Corte ha especificado que,  

(…) la formulación de los recursos ordinarios solo puede exigirse si los mismos se encuentran consagrados en el ordenamiento jurídico, porque de lo contrario se le estaría imponiendo al usuario una carga procesal que la ley no contempla (…) el reproche efectuado por el Tribunal se relaciona con la falta de interposición del recurso al que alude el artículo 348 de la codificación adjetiva frente al auto que negó la apelación formulada contra la providencia que rechazó la demanda por falta de competencia, “en aras de tramitar la queja”, según aseveró el a quo, medio de defensa que resulta improcedente (…) pues esa determinación no es susceptible de alzada (CSJ, STC 4 oct. 2013, rad 00224-01). 

Igualmente, ha encontrado válida la denegación de la alzada pretendida por el gestor frente a rechazos semejantes, pronunciándose así: 
La misma consideración puede realizarse respecto de las providencias del Tribunal, por medio de las cuales declaró inamisible el recurso de apelación y resolvió la súplica formulada contra la anterior resolución, pues lucen coherentes y ajustadas a la normatividad, en tanto que de conformidad con el artículo 36 de la Ley 472 de 1998, contra las providencias dictadas en el curso de estas acciones populares, sólo procede el recurso de reposición y la apelación contra la sentencia de primera instancia (CSJ, STC, 4 nov. 2010, exp. 00540-01).
 

La Corte Constitucional, al analizar la exequibilidad del artículo 36 de la Ley 472 de 1998, sobre el tema dijo: 

“En suma, entendida la norma en el sentido de que se aplica a todos los autos dictados durante el trámite de las acciones populares, no se desconoce la Carta Política pues el legislador en ejercicio de su libertad de configuración puede señalar en qué casos es o no es procedente el recurso de  apelación, decisión que, según se advirtió, no conculca el principio de la doble instancia, ni los derechos de defensa, de acceso a la justicia y además la igualdad, porque con tal determinación se persigue una finalidad constitucionalmente admisible como es la de obtener la pronta y efectiva protección de los derechos e intereses colectivos amparados con la acciones populares, imprimiéndole celeridad al  proceso judicial correspondiente” 
.

Así las cosas, se declarará inadmisible la alzada y se ordenará devolver el expediente al juzgado de origen.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, en Sala Unitaria Civil Familia, 

R E S U E L V E 

1. Declarar inadmisible el recurso de apelación que interpuso el señor Javier Elías Arias Idárraga, frente al auto proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 2 de agosto del presente año, en la acción popular que aquel instauró contra Audifarma. 

2. En firme este auto, devuélvase el expediente al juzgado de origen.  
Notifíquese,  
La Magistrada,
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Sala de Casación Civil, sentencia STC 13797-2015, de octubre 8 de 2015, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, expediente 2015-00422-01. 


� Corte Constitucional. Sentencia C-377  de 2002. M.P. Clara Inés Vargas Hernández.
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